Causa 107488.

REG. SENT. Nº 281/06 “DROCCHI, ALFREDO P. Y OT. C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ AMPARO”

En la Ciudad de La Plata, capital de la provincia de Buenos Aires, a los 26 días del mes de Diciembre del año dos mil seis, reunidos en Acuerdo los señores conjueces de la Sala Primera de la Cámara Segunda de Apelación, los doctores Homero M. Bibiloni y Juan Sleet, para dictar sentencia en el juicio caratulado: “DROCCHI, Alfredo Pedro y Otro c/PROVINCIA DE BUENOS AIRES s/AMPARO”, se procedió al sorteo de ley que determinó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Dr. BIBILONI – Dr. SLEET    

LA SALA RESOLVIO PLANTEAR LAS SIGUIENTES CUESTIONES:

I.   ¿Se ajusta a derecho la sentencia de fs. 235/245?

II. ¿Que pronunciamiento corresponde dictar? 

V O T A C I O N
A la primera cuestión planteada, el Dr. Bibiloni dijo:

Es traída la causa a esta Alzada  como consecuencia del recurso de apelación que dedujera LA ACTORA contra la sentencia de fecha 8 de agosto de 2006 (fs. 235/245)que resolvió rechazar este Amparo resultando su contenido sustantivo:

1) Los gastos funcionales de los jueces no forman parte de su remuneración; 

2) Desestimó la caducidad de la acción planteada
3) Admitió el tema como cuestión justiciable.
4) Impuso las costas por su orden.

Los apelantes plantean agravios, si bien de una forma no demasiado sistemática que pueden resumirse en los siguientes  puntos  a saber:


1) Que resultan manifiestamente ilegítimo negarle carácter remunerativo a los gastos funcionales asignados en el rubro 2522 por cuanto ha integrado el haber percibido en forma habitual, regular y permanente para todos los magistrados de la provincia resultando en consecuencia una suma de tipo salarial; 

2) Denuncian asimismo que tal rubro no esta afectado a descuento alguno  , (previsional y asistencial) ni integra el calculo de los haberes del sueldo anual complementario , todo lo cual –manifiestan- afecta la intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados. 

3) Sostiene que ha mediado un fraude a la ley al existir una suerte de velo normativo que es necesario quitar.

4) Plantean la nulidad de la sentencia por violación a la a la doctrina legal aplicable , emitida por la Corte provincial integrada por conjueces.

5) Se oponen a la  imposición de costas por su orden al no encontrar argumento alguno que permita dispensarlas.


En apoyo de su posición expresan que dicha asignación por función no exige rendición de cuenta y citan jurisprudencia que consideran aplicable al caso., como así también enumeran legislación vinculada que categoriza a los ingresos que percibe un trabajador por cualquier concepto como integrativo del salario.

Por el contrario, LA FISCALÍA DE ESTADO contestó los agravios considerando que:

1) Los gastos funcionales no son remunerativos.
2) Que no afectan la intangibilidad de la remuneración de los magistrados.

3) Que no ha existido fraude legal alguno.

4) Cuestiona la vía del amparo para la cuestión traída a la jurisdicción.

5) Mantiene el planteo de una situación de no justiciabilidad de la cuestión en los términos formulados por injerencia de un Poder sobre otro.-
6) Insiste en el planteo de caducidad de la acción.
7) Reitera por eventualidad el planteo de  prescripción corta.
8) Cuestiona la pretensión de nulidad de la sentencia.

9) Indica que la jurisprudencia invocada no es la aplicable al caso. 

Así planteados (de manera conceptual y abreviada) los términos de la discusión que llega a esta instancia, corresponde adelantar que EL RECURSO DEBE PROSPERAR CON LOS ALCANCES QUE HABRÁN DE SER EXPUESTOS SEGUIDAMENTE. 



1. CUESTIONES PREVIAS

1.1. COMPETENCIA PARA RESOLVER EL AMPARO y PROCEDENCIA DEL  MISMO.


Invocamos el criterio amplio de competencia que establece el art.4 de la ley 7166 y modificatoria  en cuanto a que cualquier juez puede entender en materia de amparo.


Ello se compadece con la naturaleza garantista de la institución. Este criterio adapta al instituto del amparo con las normas supranacionales vigentes en nuestro país. ( art31.CN y  Pacto de San José de Costa Rica – ley 23054-  Art. 25  y cctes)  e igualmente la idea de tutela judicial efectiva del art. 15 de nuestra Constitución Provincial.


Asimismo corresponde hacerse cargo si concurren en el caso los factores que hacen razonable y adecuada la utilización del amparo.


Adelanto la opinión favorable – si bien resulta obvia - por cuanto la circunstancia del cierre de un nuevo año fiscal, la gravedad institucional del tema - en tanto la situación mas allá del caso-  alcanzaría a todos los magistrados provinciales, y la propia posición del Poder Judicial en actuaciones aludidas en ocasión de plantear el presupuesto anual ( ver fs.97) determinan la urgencia de resolver la cuestión, coordinando estas circunstancias con el paralelismo de aprobación presupuestaria 2007 que al momento no se tiene conocimiento que haya concluido, con lo cual la oportunidad del momento es evidente, incluyendo para lograr una solución general a partir de un criterio del Ejecutivo y Legislativo que evite la promoción de demandas masivas en lo que puede ser un caso testigo.


Amen de estas precisiones, se da una afectación en el rubro salarial que es continua y que ciertamente la existencia de un plexo normativo ( tal las citas invocadas por la Fiscalía ver fs. 65/77 por remisión de lo indicado a fs. 206) no se ajusta en sus parámetros de adecuación a normativas superiores.


Asimismo el tema de la intangibilidad de la remuneración de los jueces es un tema central al estado de derecho, tanto en la óptica que se la plantea ahora – salario y sueldo anual complementario -  como en poder  contar con las prestaciones  de retiro a futuro, las  que se nutren de los aportes actuales hoy disminuidos por la asignación no remunerativa . 


Por otro lado la recurrente remisión a vías ordinarias para excepcionar el amparo, dejan sin solución una enorme cantidad de temas , que licuan el tratamiento judicial con algún grado de oportunidad de los temas traídos a la jurisdicción.


Por tanto se estima que en estos supuestos, tanto el criterio de procedencia como el de admisibilidad de la vía elegida debe ser preferentemente amplio para que el acceso a la justicia sea pleno y no se convierta en una verdadera carrera de obstáculos.


No es justicia plena, en el sentido que el hombre común de la calle la percibe ,  aquella que vacía sus anaqueles de casos por cuestiones rituales , buscando no la esencia del derecho sino las vías formulistas que permiten excusar su intervención . 

1.2. SITUACION DE LOS CONJUECES.


Cabe sumariamente hacer una referencia a la importancia y rol de los conjueces, para temas como estos, en los cuales existe una ilimitada independencia para pronunciarse sobre cuestiones que ciertamente la inercia del funcionamiento de las instituciones tarda en resolver, sobre la base del paradigma de que siempre lo hicimos así, y en su consecuencia nadie se pregunta críticamente si esta bien o mal (en términos amplios que incluyen los jurídicos) de circunstancias como la presente, y mucho más si benefician el monto final mensual percibido.


Igualmente esta particular irrupción de terceros al mundo judicial ordinario, determinan la posibilidad de pequeños saltos cualitativos en muchas realidades , lo cual indica el acierto de esta institución que -a manera de comentario adicional vinculado- podría usarse y de manera más sistemática para descomprimir tribunales saturados de causas hasta su cuasi colapso operativo (tal como ha reconocido la SCBA en noticias aparecidas en medios locales).-


Entendemos que el rol judicial no solo actúa para restituir el derecho controvertido entre partes a un caso, sino que también puede ser herramienta positiva de encauzamiento de legalidades mas amplias y de su verdadera eficacia funcional.

1.3. INEXISTENCIA DE C ONFLICTO DE PODERES


Ciertamente la solución de esta causa, no escapa al sentenciante que por sus connotaciones puede tener significaciones macro relevantes. De allí que su implementación a nivel de solución deberá darse en los tiempos institucionales que permitan los sistemas de readecuación de partidas  del caso para no generar ninguna desarmonía funcional, en los cuales concurre el Poder Judicial , el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, sobre la base de una información del cronograma que ha de darse a la solución del tema y las modalidades que ello pueda contener. 


El caso “Mendoza Beatriz Silvia y Otros c/Estado Nacional y otros S/ Daños y Perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza–Riachuelo (Ver: www.csjn.gov.ar/documentos/novedades.jsp, en buscador: “Silvia Mendoza”) reciente fallado por la CSJN es un faro al cual remitirse para solucionar problemas complejos en la interrelación y  articulación de las funciones del poder en el estado de derecho.


Por tanto estas cuestiones sobre los impactos negativos y positivos de ingresos y egresos de los agentes y la provincia deberá saldarse en la etapa de ejecución de la sentencia ( conf. arts 497,501 y cctes CPCBA )


Asimismo calificar la pertinencia y encuadramiento de un rubro económico que se entrega mensualmente a un servidor público es materia de competencia judicial, y si quien lo determina lo ha hecho incorrectamente es función judicial conforme al plexo normativo definir su naturaleza e implicancias conforme a derecho.


Pretender que una normalización jurídica es inmiscuirse en la política salarial provincial no es aceptable.

1.4. CADUCIDAD DE LA ACCION

Atenta la calidad de los actores -si bien los códigos que determinan los rubros motivo de los recibos de sueldo no son de gran claridad- se interpreta razonable asignar como temporalidad adecuada de la acción y a los fines del computo de la sentencia, los 30 días hábiles judiciales previos a la fecha de la presentación de la demanda.-


En consecuencia el amparo es procedente, sólo tomando el período antes señalado y no la extensión pretendida por los accionantes.-

1.5. LA PRESCRIPCION.

Atento el criterio utilizado para la caducidad de la acción el planteo prescriptivo resulta abstracto , si bien la invocación del artículo  4027 del CC por parte de la Fiscalía para sostener un plazo de prescripción corto es insostenible ya que una asimilación del haber laboral al concepto de plazos más cortos es forzar el texto del 4027 con el sólo propósito de acortar el plazo prescriptivo, pero sin causalidad fáctico legal alguna.


Es el art. 4023 que alude a la prescripción decenal en materia de acciones personales el que hubiera encuadrado en autos.


Asimismo la propia normativa que lo establece indica su mensualidad  elementos que han sido incorporados por la propia Fiscalía aunque se ha desentendido de las implicancias de sus propias aportaciones, lo cual no puede ser dejado de señalar.

1.6. EL PRESUNTO FRAUDE LEGAL


No puede compartirse la existencia de un fraude legal, sino una conducta ilegítima en el mecanismo de determinación de la asignación y sus efectos, pero que no constituye fraude alguno por cuanto han mediado intervenciones de los diferentes poderes en la inteligencia de cumplimiento de normas, sólo que resulta en esta instancia vía el amparo deducido que se reconoce su inadecuación constitucional, y esto no constituye  fraude alguno.

2.CUESTIONES JURIDICAS SUSTANTIVAS

2.1.UN ÁRBOL SIEMPRE SERÁ UN ÁRBOL


Existen numerosos intentos cotidianos de maquillar la realidad para en rigor tergiversar lo evidente, a través de eufemismos, o frases efectistas que su carácter superestructural alejan de la realidad del objeto al cual refieren. V. gr. Cuando se está antes actos de clara corrupción o manifiestas ilegalidades  se habla de “ algunos picaros”, o bien de la existencia de  “ desprolijidades “. Tratemos de recuperar el sentido preciso de los términos.


Si alguien mirando un árbol pretendiera decir y convencernos de que es una cebolla no lo lograría.


Con la misma lógica 

- Si una suma se abona mensual, regular e ininterrumpidamente, es remuneración y no gasto.

- No existía ni existió detalle alguno sobre que gastos son los que cubre el concepto, y que tenían necesidad o asiduidad en ser erogados por los magistrados, y si ellos eran justificados o no.

- Sólo media en ocasión del informe del artículo 10 producido por la Fiscalía una afirmación sobre el tema que indicaba que los gastos funcionales  como compensaciones adicionales a la remuneración “…otorgadas en razón de gastos que algunos funcionarios específicamente determinados por la ley deben soportar como consecuencia de su status funcional , a través de este adicional no se pagan servicios , sino que se retribuyen erogaciones especiales originadas en exigencias y particularidades propias de la función ejercida..:”, es decir nada que esclarezca sobre las razones fundadas de tal asignación.

- Si no existe fundamentación ni demostración práctica en origen de que tipo de gastos funcionales fueron atendidos del bolsillo del funcionario judicial para luego asumirlo como costo estatal fuera de las figuras usualmente admitidas de “rendición a caja chica “, “ anticipos a rendir “ “ fondos rotatorios “ u otras técnicas contables publicas de uso corriente , es evidente que tal circunstancia es una excusa para dar una mejora en el ingreso de bolsillo del trabajador público (ver en Expediente administrativo 5100-6615/06 incorporado a la causa  el informe de la Subsecretaría de Administración de la Corte cuando dice: “….para el pago de los gastos funcionales no se requiere la presentación del comprobante de gastos…”).-

- Si ella tiene un concepto de asignación sobre el cual nadie indaga , ello determina que no preocupa la finalidad del uso.

- ¿Cual seria el sentido de asignarle gastos de funcionamiento a un juez o secretario que no los produce, o a otros que no los necesitan, o la misma suma a uno que tiene ingentes gastos funcionales? ¿seria una suerte de donación encubierta mensual en algunos casos o enriquecimiento sin causa en otros?? ¿cuándo hay tanta necesidad en otro conjunto de connacionales como para privilegiar a un sector por sobre otros ??.-

- Los gastos funcionales no son uniformes para todos los beneficiarios sino que se mueven con la antigüedad, es decir que no hay correlación real entre gastos y funciones, por cuanto la antigüedad no puede hacer variar el gasto así calificado: Al sólo efecto de disparar una comparación meramente teórica ¿acaso un juez más antiguo debería tener más protocolo que otro??. ¿un secretario de Registro Público de Comercio también??.-

- Los Magistrados de Trenque Lauquen ¿poseen igual necesidad de gastos funcionales que los de Bahía Blanca , Mar del Plata, y La Plata??

- Es una verdad sabida que en rigor dichas sumas van a los gastos personales y cotidianos, y no que guarden relación con la función o necesidades de la misma, sino necesidades de tipo salarial.

- Si se trata de insumos para el juzgado existen los departamentos de compras y contrataciones.

- Si en cuestiones protocolares no se advierte que los magistrados tengan que realizarlas frecuentemente como para que ello sea mensualizado. Es más, no parece saludable incentivar a los magistrados a tener gastos funcionales de tipo protocolares por la propia austeridad, decoro y reserva propia del ejercicio de su función de terceros imparciales.-

- Si se trata de traslados se realizan con logística aportada por el propio Poder Judicial o por las partes según los casos para los juicios.

- Si se debe viajar a ciertas distancias existen los viáticos.

- Finalmente si existe algún concepto en donde media una erogación necesaria, legítima y sin partida existe la figura del “legítimo abono” que habilita administrativamente el reintegro de tales erogaciones o pago de requerimientos habido, siempre que sea debidamente fundado.-

- Es decir, no hay elementos de la función que como rutina demostrable, altere la retribución básica de los magistrados generando una pérdida de su intangibilidad, dado que al incluirlo fuera de la nómina básica afecta el haber jubilatorio a futuro y la estructura de composición natural del salario y su resultado final, incluyendo el SAC. Es más ni siquiera una merma hipotética en el salario de bolsillo fruto de los descuentos podría significar variar la idea de afectación del salario como elemento de ingreso mensual y de acumulación para el período de pasividad futuro.

- Tampoco en la normativa de creación se alude a razón fundada para ello, sino que siempre se actúa dogmáticamente : 

SON GASTOS QUE NO SON GASTOS.

SON GASTOS QUE NO SE RINDEN

SON GASTOS IGUALES PARA FUNCIONARIOS DESIGUALES.

SON GASTOS QUE SE PAGAN CON LAS METODOLOGÍAS PROPIAS DEL SALARIO.


SON GASTOS DESIGUALES PARA FUNCIONARIOS IGUALES.


En consecuencia estamos en presencia de una suma que integra el salario sin lugar a dudas, y que tal encuadramiento armoniza con las definiciones que al respecto nos brinda la legislación nacional que fueran citadas por los amparistas sin merecer réplica alguna.


Conforme

Ley 18037 Jubilaciones y pensiones para personal en relación de dependencia.

El artículo 11 indica:

“…Se considera remuneración ..todo ingreso que percibiera el afiliado…gastos de representación no sujetos a rendición de cuentas…. Y toda otra retribución cualquiera fuere la denominación que se le asigne…..”

Ley 18.464 Jubilaciones y pensiones de magistrados y funcionarios del poder judicial 

El art. 14 indica :

“..las remuneraciones totales que perciban..cualquiera fuera su denominación…estarán sujeta al pago de aportes con la sola excepción de gastos de representación con cargo de rendición de cuentas.” ( subrayado a mi cargo )

dec.2700/83 TO de Ley de Jubilación de Magistrados y funcionarios

El art. 14 Indica:

ídem anterior

Ley 24018 sobre jubilaciones y pensiones de jueces de la Corte Suprema:

La misma habla de remuneraciones “ ….por todo concepto..”( Art. 3).-

Y en el orden Provincial puede citarse, entre otras, las siguientes normas que incluyen los caracteres de habitualidad, regularidad y permanencia para tipificar una suma como remunerativa:

Dec. Ley 9650/80

Arts. 10, 40 y cctes.

Ley 10430

Los artículos 25, 27 y concs.:


Remedio el de las asignaciones no remunerativas que se expandió sobre la base de resolver problemas de salarios de bolsillo con mínimos impactos sobre aportes al trabajador (que disminuiría la suma otorgada) y al propio empleador público (que debería aumentar la asignación presupuestaria por los aportes implícitos). Solución utilizada sobre la base de la constante emergencia declarada o no declarada de las finanzas públicas.


A lo que se suma la complacencia colectiva ( de gremios, trabajadores no sindicalizados, etc) que con un sentido inmediatista resuelven el problema, sin pensar en el futuro y en las derivaciones e impactos de tal solución de coyuntura.


Pero además por la aplicación lapidaria de la teoría de los actos propios:


Es el Superior Tribunal que en la elevación del presupuesto expte. 3003-1192/04  solicita el cambio de naturaleza de los gastos funcionales al rubro de remuneraciones, a través de incluir atento los usuales y delicados equilibrios institucionales una frase que suele ser antipática para el Ministro de Justicia y el de Economía, tal la indicada a fs 92 y stes. Pero útil para relevar responsabilidades en algún momento sobre la base de la idea de :

“…esto fue advertido oportunamente…”


Esta circunstancia a manera de colofón releva al suscripto de argumentaciones adicionales.


En igual sentido, ver el reconocimiento practicado por la propia ley 10.475 en su artículo 40 para el Poder Ejecutivo y la incorporación salarial de parte de los gastos funcionales.-

2.2. EL CUADRO NORMATIVO Y ACTOS HABILITANTES

1.5.1. Expediente administrativo 5100-6615/06


El mismo contiene elementos por demás interesantes ( fs. 124 y 181):

a) del informe de la Subsecretaría de administración 

Resulta al menos curiosa la definición del punto 4 del responde ( fs. 187 vta):

“….para el pago de los gastos funcionales no se requiere la presentación del comprobante de gastos…”

Lo cual acredita un sin sentido contable , por cuanto los gastos deben ser rendidos, o en su defecto la imputación y razón de dar una suma sin rendición debe ser otra, mas no el concepto de GASTO.

El gasto en la administración pública usualmente se rinde, salvo los catalogados como Gastos Reservados que poseen particularidades ( ver posición del Dr. De Lazzari al respecto fs. 161)  

b) Ley 10475 

Art. 12.

“Fíjanse los importes máximos que corresponden a cada funcionario en concepto de gastos funcionales según detalle de planilla 26…..

Los importes son mensuales …”

Art.16. 


“El Poder Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia podrán disponer las reestructuraciones...de créditos”.-

c) Ley 10641.

Art.1 


“Los gastos funcionales asignados a Magistrados y funcionarios del Poder Judicial previstos en  las disposiciones del art. 12 de la ley 10475 a partir del l de marzo de l988 podrán ajustarse sobre la base de la variación operada sobre los sueldos fijados a los mismos más la bonificación  por antigüedad liquidándose en lo sucesivo con tales pautas..”


d) Ley 13043 Planilla anexo 29

La misma ( fs. 201) establece los funcionarios del poder judicial que perciben gastos funcionales en forma porcentual, lo cual desde los ministros del superior tribunal hasta Secretarios.

2.3. LA INTANGIBILIDAD DE LA REMUNERACION DE LOS  MAGISTRADOS.

Que uno de los principios fundamentales en que se asienta el sistema judicial argentino (y el proceso justo) lo compone la independencia e imparcialidad de los jueces. A la preservación de dichos valores apunta la intangibilidad de las remuneraciones.-

Hacer lugar a la pretensión materializa el principio por su impacto en el SAC, en el haber jubilatorio futuro y en la suma mensual a percibir.-

No resulta obstáculo para la declaración de inconstitucionalidad, el mero transcurso del tiempo de la norma impugnada. Ello así porque el vicio no se purga con el simple paso del tiempo (al menos en los períodos que no han sido consentidos) y porque el control constitucional es dinámico y se ajusta a las circunstancias de tiempo y espacio. (Caso SEJEAN CSJN  en donde pese a no existir la ley 23.515 sobre divorcio se admitió tal circunstancia).

2.4. LAS NORMAS CONSTITUCIONALES INVOCADAS.

Art. 1.

La forma republicana en cuanto los actos de gobierno obliga a la publicidad y transparencia de las conductas públicas. La ejecución del gasto es una cuestión central que guarda relación con este concepto , por tanto el sistema utilizado no se ajusta al espíritu y texto de la norma por cuanto distorsiona la realidad, o cambia la naturaleza de las cosas y sus efectos jurídicos.

Art. 5


En igual sentido las provincias deben ajustar sus cometidos a este espíritu indicado del art. 1 y como vemos la práctica adoptada ha escamoteado la real intencionalidad , y le ha dado un ropaje diferente para que semánticamente puede decirse que es legal mas no en sus consecuencias sustantivas. 

Art. 14 BIS 


Alude a la retribución justa, y la protección del trabajo, y por supuesto de las accesorias del mismo. Ciertamente esta desnaturalización del ingreso no se corresponde con el sentido de la norma, que además tiende a la seguridad social, la cual con esquemas como el presente se desfinancia en su proyección actuarial.

Art. 16

No existe ciertamente igualdad ante la ley, por cuanto esta situación  beneficia a un sector social por tener un ingreso sobre el cual no tiene ninguna carga, sino que también produce una desigualdad ante las cargas públicas léase impuestos.

En este país con una cultura muy alta de evasión, no es saludable generar prácticas que en definitiva sin voluntad de fraude fiscal produzcan efectos parecidos de falta de tributación. El Estado debe dar el ejemplo a través de sus tres poderes.

Art. 17

Ciertamente el salario amen de ser alimentario tienen una connotación patrimonial y por ende , el menoscabo al mismo es una afectación al patrimonio de todo sujeto.

Art. 31, 

En este caso se advierte la aplicabilidad de esta norma y de la legislación que incorpora como el pacto de San José de Costa Rica a los fines de considerar situaciones derivadas de la acción judicial intentada.

Art. 33.

Vinculación y complementariedad entre diversos derechos y garantías, lo cual se trata de plasmar en la presente causa.

Art.110

Alude a la intangibilidad de las retribuciones. Esta idea no parece merecer una situación de precarización de ingresos, ni retaceo del SAC y que estos en el caso de los funcionarios judiciales no sean aplicados y percibidos con el rigor e implicancias que su real naturaleza poseen. La verdad material es una exigencia de la ética y el decoro propio de los magistrados.


3. EL ARMADO DEL DECISORIO FINAL SOBRE EL FONDO

Ricardo Lorenzetti ( Teoría de la Decisión Judicial ED. Rubinzal Culzoni .Sta. Fe. 2006 PG. 185 y stes) explica muy claramente el sistema de la adopción de decisiones judiciales, y tenemos que tratar de simplificar la gestión judicial , por tanto un amparo en tanto afecta derechos constitucionales tiene que constituir un caso “fácil”, es decir basta con ver los supuestos objetivos, verificar la normativa y sus consecuencias , para cerrar la intervención de la alzada. 

Al respecto haremos un ejercicio práctico con el modelo teórico expuesto por dicho autor, y las constancias de la causa que sintetiza la totalidad de desarrollos precedentes debidamente desagregados:


A ) “Delimitar los hechos….”

Establecimiento de una suma permanente en los recibos salariales de los magistrados , calificados como gastos funcionales  y determinar su encuadramiento, legitimidad e implicancias, a través de la figura procesal del juicio de amparo.

B) “…aquel que ha sido probado conforme a las fuentes  y medios probatorios ….”

Se encuentra probado y no controvertida la asignación , salvo en cuanto sus efectos.

C).”… deducir la solución del caso.

Determinando aspectos de previo y especial pronunciamiento tales como :


c.1. Viabilidad del amparo.

c.2. Plazo de caducidad ( en función del plazo del amparo)

c.3. Inexistencia de conflicto de poderes.

c.4. A la luz de los principios constitucionales invocados, legislación laboral y previsional de aplicación.-

D) “…El juez debe analizar los elementos fácticos y su correspondencia con la norma aplicable.”(PG. 186)

Las sumas tipificadas como gastos de representación poseen naturaleza salarial ( leyes citadas en la presente)

Así integran el derecho de propiedad de los actores y poseen naturaleza alimentaria.

Atento al tiempo transcurrido, la vía del amparo aparece en rigor como la última ratio idónea para resolver el tema máxime que diversas circunstancias temporales (conformación y cierre de presupuesto 2007, declaraciones juradas anuales de AFIP) tienen una perentoriedad específica que las vías ordinarias no podrían resolver.

E) “..dando la solución al caso por la vía de la deducción.” ( PG. 186)

Y en tal carácter deben ser integradas al salario básico con las incidencias de aportaciones del caso ( IPS, IOMA,etc.) y en su impacto de reliquidación del sueldo anual complementario con sus respectivas y adicionales incidencias.


F) “…mirar hacia atrás..:” ( PG. 186)

Importa mirar los precedentes judiciales para casos similares, y ellos han determinado que este tipo de circunstancias así lo son.

G) “…mirar hacia arriba..:” ( PG. 187)

Importa analizar la coherencia con el resto del sistema jurídico.

Con lo cual se logra en el caso una armonización de lo fáctico con la pirámide jurídica de aplicación: normas constitucionales, normativa nacional sobre salario y normativas de aportaciones a los sistemas de salud y jubilación provincial vinculados al tema.

Pero veamos detenidamente la secuencia normativa, de actos y conductas que habilitaron la asignación de gastos funcionales en los pagos a los funcionarios del poder judicial :

A) Habilitación Presupuestaria.

Ella esta dada en conjunto para el Ejecutivo y el Judicial a través de la Ley 10475 (Art. 12. y 16 ), por la ley 10641 (Art.1),  la Ley 13043 ( Planilla anexo 29 a fs. 201que establece los funcionarios del poder judicial que perciben gastos funcionales en forma porcentual, lo cual desde los ministros del superior tribunal hasta secretarios.)

B) Nota del Ejecutivo Provincial


Es a partir de esta habilitación para la ejecución del gasto que ello puede abonarse, pero el único elemento aportado por la Fiscalía para legitimar tal circunstancia, no menor, es una  nota del Sr. Ministro de Gobierno de la Provincia. ( ver. fs 65,77 citadas por la Fiscalía de Estado )


Es decir que si bien existía una habilitación para un gasto de rango legal el encuadramiento fue determinado por una conducta administrativa materializada por una nota de fs. 92 ( cuyo carácter de acto administrativo puede ponerse en duda –  arts. 103 y 108 decreto ley 7647), la cual pudo o no el Superior Tribunal admitir o rechazar solicitando un encuadramiento adecuado a derecho.

C) Acuerdo 2106/85 de la SCBA


A través del mismo (fs. 123) la SCBA alude que conforme nota del Sr. Ministro de Gobierno el Ejecutivo ha dispuesto que se abonen los gastos funcionales.


En efecto , sobre dicha comunicación del  13.05.85 la parte dispositiva indica “ ..aprobar los gastos funcionales que el poder ejecutivo de la Provincia ha dispuesto que se abonen a partir del 1 de enero de  1985 a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial conforme a los porcentajes que se indican en la nota del 13 de mayo del corriente año …” y que a los fines de proceder al pago debían incluirse en el refuerzo de partida para comenzar a abonarse a partir del mes de abril de 1985.:” lo que determinó como consecuencia su mantención  presupuestaria y a través de la pertinente aprobación de la SCBA.


De hecho una nota no es una disposición, y tal caracterización requiere de un acto administrativo de tipo singular o general, que no se individualiza.


No obstante, indudablemente, las cuestiones vinculadas a los vaivenes económicos del país y la provincia, y la necesidad de mejorar las asignaciones de bolsillo de los magistrados habilitaron la solución transitoria y precaria asumida, pero que luego tomó visos de permanencia, sin que se advirtieran conductas tendientes a su modificación ulterior salvo la indicada a fs. 92 clave para el caso.

H) “…mirar hacia adelante..:” ( PG. 188)

Importa ver las consecuencias generales y económicas derivadas de este criterio.


Sobre la base del mejoramiento de las finanzas publicas en general, en el marco de una mayor actividad económica  y aumento de la recaudación ( tributaria general, nacional y provincial e inclusive de la coparticipación )  hechos públicos y notorios, no se advierte que una normalización de este tipo pueda generar colapsos económicos, sino que permite un reordenamiento en el marco del saneamiento de las reglas de juego laborales que apuntan a eliminar los elementos de precarización que se implantaron por diversas razones ( en algunos casos por crisis económicas y otras por aplicación del modelo neoliberal vigente durante años que tenía como uno de sus objetivos caracterizar la inversión social como gasto, hablar de “impuestos al trabajo” en lugar de aportes al sistema social , y debilitar las relaciones de empleo en forma unilateral) , y ubicarlos en futuras ejecuciones presupuestarias por su incidencia macro.


E igualmente considerar que los temas salariales imperfectos provocan un demérito a futuro de los ingresos previsionales a devengarse, dado que achican su base de cálculo.


La proyección del tema obliga a una puntualización en torno al tema de la caducidad, dado que si bien se toma posición por revocar la sentencia de primera instancia, debe hacerse con ciertas limitaciones que impone el planteo de caducidad parcial introducido por la Fiscalía en defensa de la Provincia.


Cabe recordar que la Fiscalía de Estado planteó a modo de apelación adhesiva (ante la imposibilidad de recurrir que tenía) la caducidad total o parcial de esta vía de amparo. 


La total no puede prosperar porque es una ilegalidad continuada. 


La parcial sí, porque fueron consentidos los períodos anteriores al de la demanda- salvo el plazo de interposición del amparo - y en consecuencia si los actores consintieron el tema sin una acción como la presente o petición de tipo administrativa no sería razonable retrotaer  el tema al origen como se pretende. Vale recordar que Von Ihering indicaba que el interés es la medida de la acción, plenamente aplicable a este caso.


POR ELLO ESTIMO QUE LA SENTENCIA DICTADA POR EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA NO SE AJUSTA A DERECHO EN CUANTO RECHAZA LA ACCION Y VOTO EN CONSECUENCIA POR LA NEGATIVA CON LA SALVEDAD SOBRE LA TEMPORALIDAD DE LA CADUCIDAD ANTES INDICADA.

A la misma primera cuestión, el Dr. Sleet, dijo que:

Por coincidir con las motivaciones desarrolladas en el voto que antecede adhiere al mismo (art. 266, C. Procesal) y, en consecuencia, con el alcance indicado, vota también por la NEGATIVA.
A la segunda cuestión planteada el Dr. Bibiloni, dijo: 
Atendiendo al Acuerdo logrado corresponde:


II.1. Declarar inconstitucional en cuanto sea de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 12 y 16 de la ley 10475, su modificación por ley 10641 art. 1 y las determinaciones de la planilla anexo 29 de la ley 13043 que permitieron incluir el código 2252 como rubro no remunerativo  a través de la Acordada 2016 y las conductas del Ejecutivo Provincial  que determinaron su disponibilidad con dicha naturaleza e imputación . 


II.2. Ordenar la inclusión de la suma abonada por gastos funcionales , sin la antigüedad, en el salario básico de los actores (código 001), readecuando tal circunstancia en su  sistema retributivo, en cuanto aportes debidos y demás incidencias propias del régimen salarial actual, tanto a los actores como a los propios organismos acreedores (IOMA, IPS,y demás que en función de dicho régimen accedan a porcentualidades de así corresponder), sobre la nueva suma salarial así determinada, a partir de la ejecución del presupuesto 2007  y en los sucesivos


II.3. Determinar la procedencia del reclamo desde los treinta días hábiles judiciales anteriores a la demanda, fecha de anoticiamiento de los amparistas, a los fines de las readecuaciones, determinaciones que deberán operarse y liquidarse en la etapa de ejecución de sentencia ( arts 21 ley 7166 y arts 497, 501 y cctes del CPCBA), lo cual deberá incluir una liquidación realizada por la propia área de Sueldos de la SCBA que cuantifique si existen sumas adeudadas a los actores o no, y los aportes que los mismos deben efectuar a los sistemas porcentualmente atados a sus retribuciones y la integración que el empleador deba realizar al IPS, IOMA y demás que puedan corresponder, incluyendo en tal memoria de cálculo lo relativo al sueldo anual complementario.-


II.4. Por el buen orden del funcionamiento del estado de derecho y toda vez que es el Ejecutivo Provincial quien propone los niveles presupuestarios pero es el Poder Legislativo quien lo aprueba, se estima de toda utilidad una vez consentida o ejecutoriada la presente, anoticiar a los titulares de ambas Cámaras Legislativas del contenido de la presente, y si estos así lo determinan lo hagan conocer a las Comisiones con competencia en esta materia de cada Cámara, como así también al IPS y IOMA sobre el contenido de la presente, por cuanto la sentencia los afecta en punto a sus intereses institucionales y normativos ( conf. La doctrina emergente de los arts 90 y stes CPCBA ) si bien no alcanzan la categoría de terceros de intervención o citación obligada.-


II.5..Postulo que las Costas de ambas instancias sean soportadas en un ochenta por ciento (80 %) a cargo de la Provincia de Buenos Aires y un veinte por ciento (20%) a cargo de los actores, dada la solución propuesta y la forma en que se resuelve el alzamiento (arts. 68, 69, 274, Código Procesal).-

ASI LO VOTO.

A la misma segunda cuestión, el Dr. Sleet dijo: que coincidiendo con la solución propuesta en el voto que antecede, también se expide en el mismo sentido.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A


POR ELLO, y demás fundamentos del Acuerdo que antecede:


1. Se declara inconstitucional en cuanto sea de aplicación a la actora lo dispuesto por el art. 12 y 16 de la ley 10475, su modificación por ley 10641 art. 1 y las determinaciones de la planilla anexo 29 de la ley 13043 que permitieron incluir el código 2252 como rubro no remunerativo a través de la Acordada 2016 y las conductas del Ejecutivo Provincial  que determinaron su disponibilidad con dicha naturaleza e imputación. 


2. Se ordena la inclusión de la suma abonada por gastos funcionales , sin la antigüedad, en el salario básico de los actores (código 001), readecuando tal circunstancia en su  sistema retributivo, en cuanto aportes debidos y demás incidencias propias del régimen salarial actual, tanto a los actores como a los propios organismos acreedores (IOMA, IPS,y demás que en función de dicho régimen accedan a porcentualidades de así corresponder) sobre la nueva suma salarial así determinada, a partir de la ejecución del presupuesto 2007  y en los sucesivos


3. Se determina la procedencia del reclamo desde los treinta días hábiles judiciales anteriores a la demanda, fecha de anoticiamiento de los amparistas a los fines de las readecuaciones, determinaciones que deberán operarse y liquidarse en la etapa de ejecución de sentencia ( arts 21 ley 7166 y arts 497, 501 y cctes del CPCBA), lo cual deberá incluir una liquidación realizada por la propia área de Sueldos de la SCBA que cuantifique si existen sumas adeudadas a los actores o no, y los aportes que los mismos deben efectuar a los sistemas porcentualmente atados a sus retribuciones y la integración que el empleador deba realizar al IPS, IOMA y demás que puedan corresponder, incluyendo en tal tal memoria de cálculo lo relativo al sueldo anual complementario 

4. Consentida o ejecutoriada la presente, comuníquese a los titulares de ambas Cámaras Legislativas, y si estos así lo determinan lo hagan conocer a las Comisiones con competencia en esta materia de cada Cámara. Comuníquese igualmente al IPS y IOMA sobre el contenido de la presente.-


5. Costas de ambas instancias en un ochenta por ciento (80%) con cargo a la Provincia de Buenos Aires, y un veinte por ciento ( 20% ) con cargo a los actores por los vencimientos mutuos implicados en esta sentencia. REG. Ofíciese. Notifíquese con habilitación de días y hora y hábiles. DEV.

siguen///

///las firmas

Homero Máximo Bibiloni




Juan Guillermo Sleet

Primer Vocal





    Segundo Vocal

